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encubierta de la política
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Silvia Elena Vélez Quero*
En el complicado problema actual del narcotráfico internacional,
Estados Unidos, respecto a su relación con México, pone en prácti-
ca una doble agenda.
a) Una abierta y pública, en la cual ofrece a México una comple-
ta cooperación con las autoridades mexicanas. Es el ámbito de
los reflectores, de los medios de comunicación, las declaraciones,
las felicitaciones, las cortesías; es el lugar para exteriorizar las
mutuas preocupaciones, el sitio donde las ambiciosas intencio-
nes firmadas son más bien la expresión de buenos deseos que
de objetivos factibles de alcanzar con las estrategias propuestas;
b) una segunda agenda, encubierta, aunque visible y hasta osten-
sible en las acciones unilaterales con que Estados Unidos pre-
siona constantemente a México.
Es ahí donde se percibe la desconfianza, la renuente o parcial
“cooperación” de los departamentos y agencias federales estaduni-
denses como los departamentos de Estado, de Defensa, del Tesoro
(Aduanas y Patrulla Fronteriza), e instancias del Ejecutivo federal como
* Investigadora del CISAN, UNAM.
la agencia antinarcóticos (Drug Enforcement Administration, DEA), la
Agencia Central de Inteligencia (Central Intelligence Agency, CIA), el
Buró Federal de Inteligencia (Federal Bureau of Intelligence, FBI), con
algunas instituciones mexicanas, como la Secretaría de Gobernación
(Segob), la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena), la Secretaría de
Relaciones Exteriores (SRE), la Procuraduría General de la República
(PGR), la Fiscalía Especializada en Asuntos de Delitos contra la Salud
(FEADS), etcétera.
Es el lugar donde se hacen evidentes tanto la disparidad de criterios
como de actuación de los mencionados departamentos y agencias fede-
rales y estatales estadunidenses respecto a sus pares en México. Asi-
mismo, aunque de forma más velada, también se advierten diferencias
existentes entre las instancias mexicanas antes mencionadas.
Ejemplos notables de la unilateralidad de esta agenda encubierta
de Estados Unidos son la Certificación anual de fines de marzo, los
operativos coyunturales como la Operación Casablanca o el episodio
fallido de las “narcofosas” en Ciudad Juárez, que sólo exhiben la im-
posición de decisiones y hechos consumados, la ausencia de infor-
mación oportuna y de un mínimo de cortesía diplomática para con el
socio y vecino, y que desnudan el apresuramiento de las respuestas
del gobierno mexicano.
Es en esa agenda encubierta donde, pragmáticamente y según la
coyuntura, Estados Unidos decide entre las alternativas ¿cooperación
o unilateralidad?
Es ahí donde se deciden los tiempos, límites y alcances de la coope-
ración real que se brinda a México, así como la oportunidad y pro-
fundidad de las acciones unilaterales con que se presiona a México.
Sostenemos en este trabajo que ésta es una falsa alternativa, pues
en las condiciones mundiales, regionales y bilaterales presentes, si es
que sociedades y gobiernos quieren avanzar en el manejo positivo
del conjunto de problemas que componen el narcotráfico, Estados
Unidos tendrá que renunciar a sus acciones unilaterales, así como Mé-
xico deberá enfrentar la construcción de su propia política antinar-
cóticos, lo más lejos posible de la subordinación a la política anti-
narcóticos de Estados Unidos, de probada ineficacia.
Esto será inevitable, en el mediano plazo, por varias razones que
rebasan los niveles bilateral y regional, como son:
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• La multiplicación y gravedad de las consecuencias no buscadas
por la actual política antinarcóticos estadunidense, que elevan
aún más los costos tan altos que la población mexicana paga
por las consecuencias de esta política y no tanto por el proble-
ma del narcotráfico en sí mismo.
• El número y la sensibilidad de los temas que hoy son de obliga-
da colaboración por la interdependencia bilateral, que, asimétri-
ca y todo, también termina afectando a Estados Unidos.
• Y porque, a partir del proceso electoral que culminó el 2 de
julio de 2000 y la resultante alternancia en el poder en México,
parece haber llegado el momento de la democratización real
para nuestro país, meta del discurso político de Estados Unidos
y objetivo buscado por los partidos de oposición mexicanos,
aunque su triunfo nos haya tomado a todos por sorpresa. Según
los procedimientos democráticos, seremos ahora todos los mexi-
canos, y no sólo la cúpula que detenta el poder, quienes debere-
mos decidir el rumbo y la calidad de nuestra cooperación inter-
nacional, también en asuntos del narcotráfico.
Un caso concreto que ilustra la inconsistencia de la disyuntiva uni-
lateralidad o cooperación es la Ley para la Designación de Narcotrafi-
cantes Extranjeros Significativos (Foreign Narcotics Kingpin Desig-
nation Act), de la cual a continuación explicito los rasgos principales
y los potenciales efectos.
ANTECEDENTES
La Ley para la Designación de Narcotraficantes Extranjeros Signifi-
cativos, se funda en diversos ordenamientos estadunidenses como la
Decisión Directiva Presidencial 42 (Presidential Decision Directive 42),
emitida en contra del crimen internacional1 que, según se dice en
ella, amenaza la seguridad nacional de Estados Unidos y, asimismo,
en la Orden Ejecutiva 12978, ambas del 21 de octubre de 1995. Esta
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1 La Presidential Decision Directive 42 “ordenaba a las agencias de la rama ejecutiva del go-
bierno de Estados Unidos, entre otras cosas, incrementar la prioridad y recursos dedicados hacia
última dotó de los poderes económicos internacionales extraordina-
rios al presidente, contemplados en la Ley de Poderes Económicos
de Emergencia Internacional (International Economic Executive Powers
Act, IEEPA, 50 U.S.C. 1701 et seq.), para elaborar una lista con los nom-
bres de narcotraficantes colombianos y, a partir de ella, bloquear los
activos y propiedades de éstos y de empresas e individuos liga-
dos a ellos.
Para el efecto, serían antes consultadas algunas instancias del Po-
der Ejecutivo, como los departamentos de Estado y de Justicia, para
que fuera el Departamento del Tesoro, mediante su Oficina de Con-
trol de Activos Extranjeros (Office of Foreign Assets Control, OFAC), el
que elaborara una primera lista que sería sometida al presidente para
su decisión final.
En síntesis, se ordenaba priorizar el uso de recursos materiales y
medios legales para combatir la amenaza planteada por el crimen
internacional, específicamente dirigidos en contra de cuatro narco-
traficantes colombianos, sus organizaciones, asociados y familiares.
Mediante su aplicación, se actuó en contra de 150 compañías y 300
individuos,2 involucrados en la propiedad y administración del im-
perio de negocios “no-narco” y en apariencia legales, de los carteles
colombianos, desde granjas avícolas hasta farmacias, y que fueron
aisladas financieramente, pues bancos y otras compañías legítimas
las abandonaron.
Así, se bloquearon tratos financieros, comerciales y de negocios
de cualquier “entidad”3 asociada con los narcotraficantes designados,
incluidos por razones de seguridad nacional en la lista presidencial
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la amenaza directa e inmediata que el crimen internacional presenta a la seguridad nacional, a
trabajar más estrechamente con otros gobiernos para desarrollar una respuesta global a esta ame-
naza y usar agresiva y creativamente todos los medios legales disponibles para combatir el crimen
internacional”. An Act to Provide for the Imposition of Economic Santions on Certain Foreign
Persons Engaging in, or Otherwise Involved in, International Narcotics Trafficking, sec. 2. Findings
and policy (a) (1), 106th Congress, 1st sess., H.R. 3164 (aprobada el 2 de noviembre de 1999): 2.
2 “Intelligence Authorization Act for Fiscal Year 2000-Conference” en Congressional Record-
Senate, viernes 19 de noviembre de 1999, 106th Congress, 1st sess., 145 Congressional. Record. S
14951, Reference: vol. 145, no. 165, Washington, D.C. Intervención del Sen. Paul Coverdell.
3 “Entidad. El término ‘entidad’ significa un consorcio, empresa colectiva (joint venture),
asociación, corporación, organización, red, grupo o subgrupo, o cualquier forma de colabo-
ración de negocios”. Véase H.R. 3164, 106th Congress, 1st sess., sec. 8. Definitions: 17.
que mencionamos. Se liquidaron de esta forma, para febrero de 1998,
más de cuarenta compañías cuyas ventas combinadas ascendían a
doscientos millones de dólares.4 Se afectó también directamente a fa-
miliares y socios de los presuntos criminales involucrados, así como
se confiscaron o bloquearon cuentas bancarias y financieras de per-
sonas físicas o empresas vinculadas a ellos.
En su momento fueron calificadas estas acciones como exitosas en
la ley que analizamos y como “un notable éxito” por uno de sus pro-
ponentes, el hoy finado senador Paul Coverdell (republicano, por
Georgia), “al aislar y debilitar a los carteles de la droga colombianos”.5
LEY PARA LA DESIGNACIÓN DE NARCOTRAFICANTES
EXTRANJEROS SIGNIFICATIVOS
Con los antecedentes antes mencionados, los congresistas estaduni-
denses consideraron ampliar la aplicación del espíritu de esta ley en
contra de narcotraficantes extranjeros que operan en el ámbito mun-
dial, mediante la Ley para la designación de narcotraficantes extran-
jeros significativos.
Dicha ley tuvo como Cámara de origen la Casa de Representan-
tes, donde fue introducida como la Ley H.R. 3164, y aprobada sin con-
troversia, casi por unanimidad: 385 votos a favor y 26 en contra, el
21 de julio de 1999. 
Después, pasó al Senado donde la aprueba el Comité de Inteli-
gencia del Senado y la anexa a otra ley más general, la Ley de Autori-
zación de Inteligencia del año fiscal 2000 (Intelligence Authorization
Act for Fiscal Year 2000, H.R. 1555), en el título VIII, el 5 de noviem-
bre del mismo año. 
En la discusión de la Conferencia Bicameral, los senadores demó-
cratas Bob Kerry (Nebraska) y Carl Levin (Michigan) acusan a los
congresistas de haber aprobado esta ley sin un debate amplio, de ser
ésta una aprobación superficial, mecánica y rutinaria en la Cámara
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4 “Intelligence Authorization Act for Fiscal Year 2000-Conference”, Ibid. Intervención del
Sen. Paul Coverdell. 
5 “A Remarkable Success”, “Intelligence Authorization Act...”
de Representantes, lo cual pone en peligro los derechos civiles fun-
damentales para estadunidenses (personas o empresas) inocentes, en
especial el derecho de Revisión Judicial (Judicial Review). En esa oca-
sión, el senador Levin, por su parte, enfatizó que ningún Comité, ni
de la Casa de Representantes ni del Senado, había convocado a una
sola audiencia para examinar las provisiones del Título VIII, o sea, el
de la ley que analizamos; tampoco ningún experto en asuntos de se-
guridad nacional había testificado sobre si el título en cuestión debía
o no convertirse en ley.6
Todas estas objeciones llevarán más tarde a la creación de un Co-
mité de Revisión Judicial, en cuyo seno se defenderán tales derechos
de los estadunidenses de acuerdo con la Ley de Procedimientos Admi-
nistrativos (Administrative Procedure Act, APA). Dicho comité está
contemplado en el documento final aprobado como Sección 810.-
Judicial Review Commission on Foreign Assets Control.
Así, es aprobada la ley por ambas cámaras como consta en el Re-
porte de Conferencia sobre la Autorización de Inteligencia (Intelligen-
ce Authorization Conference Report), el 19 de noviembre; finalmente,
es firmada y puesta en vigor por el presidente Clinton el 3 de di-
ciembre de 1999. 
Los objetivos explícitos de la ley en cuestión son sintetizados a
continuación:
1) Detener el tráfico de drogas hacia Estados Unidos, eliminando
a los narcotraficantes.
2) Fortalecer los esfuerzos del gobierno de Estados Unidos para
identificar propiedades, redes financieras y empresas asociadas
con los carteles extranjeros, romper esas organizaciones crimi-
nales y arruinar a sus líderes.
3) Combatir los efectos insidiosos del narcotráfico, al ser duros con
los narcotraficantes extranjeros.
4) Castigar a “algunos de los peores criminales vivos hoy” y, al
mismo tiempo, proteger los derechos de los estadunidenses.
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6 Conference Report on the Intelligence Authorization Act for Fiscal Year 2000, 19 de
noviembre de 1999, en <http://levin.senate.gov/floor/111999d.html>, 1.
Además, según declaraciones de los senadores Dianne Feinstein
y Paul Coverdell, hoy extinto, al argumentar en la Conferencia Bica-
meral que aquí hemos citado,7 se busca:
a) usar el poder económico de Estados Unidos para bloquear acti-
vos y propiedades de los narcotraficantes extranjeros e impedirles
el acceso a los mercados de Estados Unidos;
b) socavar la base financiera de carteles y narcotraficantes;
c) crear un instrumento que se dirija “al mayor reto que amenaza
la seguridad de Estados Unidos” pues con él a los narcotrafican-
tes “se les hiere donde se les daña más: en sus billeteras”, y por
último,
d ) evitar la confrontación país-país y enfocarse en los malos acto-
res que producen, trafican y “están causando tanto daño a nues-
tra nación”. Al mismo tiempo, aclaran que esta ley está diseñada
para ser un suplemento, no un reemplazo de la certificación
anual.
¿Cómo funciona esta ley?
Según la Ley para la Designación de Narcotraficantes Extranjeros Sig-
nificativos, incluida en el título VIII de la Ley de Autorización de
Inteligencia para el año fiscal 2000,8 que ha sido la fuente de la sín-
tesis que a continuación expongo, el Departamento del Tesoro, por
medio de su Oficina de Control de Propiedades Extranjeras (Office
of Foreign Assets Control, OFAC), después de revisar la evidencia dis-
ponible y haber consultado a las instancias pertinentes, determinará
quién es un narcotraficante extranjero significativo y elaborará una
lista con sus nombres. Para el efecto se coordinará con los departa-
mentos de Justicia y Estado, así como con agencias federales tales
como el FBI, la CIA y la DEA.
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7 “Intelligence Authorization Act for Fiscal Year 2000 – Conference”, Ibid.
8 “Intelligence Authorization Act for Fiscal Year 2000, Title VIII”, Foreign Narcotics Kingpin
Designation Act. Public Law 106-120, 106th Congress.
La OFAC está facultada (Sección 805(b) de la ley en cuestión) para
bloquear y desbloquear activos. Es conveniente apuntar la discrecio-
nalidad de dicha instancia pues su capacidad para minimizar la acción
de bloqueo “dependerá de la naturaleza de los intereses (compañías
o individuos) en las propiedades bloqueadas”.9
De la lista resultante que será revisada por el presidente, éste se-
leccionará los “blancos”, incluyendo tal vez los de “algún país sensi-
ble”.10 El presidente comunicará al Director de la Oficina Nacional
de Control de Políticas Antidrogas (Office of National Drug Control
Policy, ONDCP) el contenido de la lista final.
Informes del presidente al Congreso
Por virtud de esta ley, el presidente queda obligado a presentar al Con-
greso cuatro tipos de informes, públicos o secretos según sea el caso,
acerca de los narcotraficantes extranjeros significativos y del estado
de las sanciones impuestas por el Ejecutivo (véase cuadro anexo).
1) Así, cada 1 de junio, a partir del año 2000, el presidente some-
terá a diez Comités del Congreso un reporte público que con-
tenga la lista de los narcotraficantes extranjeros significativos y
las sanciones impuestas. 
2) Un mes más tarde, el 1 de julio de cada año, el presidente ren-
dirá al Congreso un segundo reporte, en esta ocasión secreto,
que consigne el estado de las sanciones impuestas y lo presen-
tará sólo ante los dos Comités Selectos Permanentes de Inteli-
gencia de las respectivas Cámaras. 
3) Por otra parte, en cualquier fecha, el presidente presentará a los
diez Comités de ambas Cámaras un informe adicional, público,
en caso de que surja alguna emergencia sobresaliente respecto
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9 Carta de Richard Newcomb, Director de la OFAC al senador Carl Levine, 10 de noviem-
bre, 1999, Washington, D.C., incluida en la Intelligence Authorization Act for Fiscal Year 2000,
title VIII, Foreign Narcotics Kingpin Designation Act. Public Law 106-120, 106th Congress.
10 A.M. Rosenthal, “On my Mind-Vote on Drugs”, New York Times, 27 de agosto de 1999;
incluido en la “Intelligence Authorization Act for Fiscal Year 2000”, Title VIII, Foreign
Narcotics Kingpin Designation Act. Public Law 106-120, 106th Congress.
de nuevos narcotraficantes extranjeros, que deba ser conocida
por el Congreso.
4) Un último tipo de informe, que a juicio del presidente podrá ser
público o secreto, será rendido por el Ejecutivo ante dichos diez
Comités del Congreso, en cualquier momento, en caso de que
por alguna razón fueran revocadas las sanciones decretadas en
contra de algún narcotraficante extranjero, sus empresas, aso-
ciados o familiares.
Facultades
Las facultades otorgadas por esta ley son muy amplias. Por ejemplo,
el secretario del Tesoro, cuya dependencia OFAC, elaborará la pri-
mera lista de narcotraficantes extranjeros y aplicará las sanciones,
está autorizado por esta ley para:
1) Investigar, regular o prohibir a) cualquier transacción en divi-
sas, monedas extranjeras o valores, y b) transferencias de crédito
o pagos entre, por, a través, o para cualquier institución banca-
ria, en una extensión tal que dichas transferencias o pagos in-
volucren cualquier interés, de cualquier país extranjero11 o de
un nacional del mismo.
2) Investigar, bloquear durante la suspensión de una investigación,
regular, dirigir y exigir, nulificar, invalidar, impedir o prohibir cual-
quier adquisición, holding, witholding, uso, transferencia, retiro,
transporte, ubicación en comercio extranjero o interno de, o trato,
o el ejercicio de cualquier derecho, poder o privilegio respecto
a, o transacciones que involucren cualquier propiedad en la cual
cualquier país extranjero o nacional del mismo tenga algún in-
terés, por alguna persona, o con respecto a cualquier propie-
dad, sujeta a la jurisdicción de Estados Unidos.12
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11 Textualmente la ley indica “cualquier país extranjero”, pese a que se dijo en la
Conferencia Bicameral que las sanciones de esta ley no van dirigidas en contra de ningún
país, pues éstos no son los enemigos, sino los narcotraficantes, y que se busca evitar la con-
frontación país-país. Vid supra, inciso d .
12 Intelligence Authorization Act for Fiscal Year 2000-Conference.
Efectos
Los efectos inmediatos que tendrá la aplicación de las sanciones in-
cluyen el bloqueo de activos, esto es, de toda propiedad e intere-
ses sobre ella, dentro de Estados Unidos, o en posesión o control de
cualquier persona de Estados Unidos,13 que sea controlada por: cual-
quier narcotraficante extranjero identificado por el presidente, o bien,
por cualquier extranjero que sea designado según esta ley, que asista
materialmente, proporcione apoyo financiero o tecnológico, o bienes
o servicios, para apoyar actividades de narcotráfico internacional de
los narcotraficantes designados. Asimismo, el bloqueo se aplicará a
cualquier extranjero designado según la ley que analizamos, que ten-
ga en propiedad, controle o dirija, o actúe en nombre de un narco-
traficante designado. Por último, afectará a cualquier extranjero que
sea designado desempeñando un papel significativo en el tráfico de
narcóticos internacional.
Es importante mencionar que el o los extranjeros, empresas o in-
dividuos que hubiesen participado en alguna de las operaciones
mencionadas por la ley, sin saber que estaban relacionadas con apoyo
a narcotraficantes, serían sancionadas y sin posibilidad de defender-
se, pues carecerían del recurso de revisión judicial que, como men-
cionamos antes, sí está garantizado para los estadunidenses.
Además, queda prohibido para las personas estadunidenses o
extranjeras en Estados Unidos realizar cualquier transacción o trato
respecto de una propiedad o intereses de cualquier narcotraficante
significativo ya identificado. Asimismo, está vedada cualquier transac-
ción o trato que evada o intente evadir, o conspire para violar las
prohibiciones de esta ley.
OMISIONES AUTORIZADAS
No obstante, se prescribe la omisión autorizada de cierta información
por dos tipos de motivos: razones de inteligencia, para no revelar
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13 Esta afirmación es ambigua, pues pudiera interpretarse que se alarga el brazo de la ley
estadunidense para abarcar las propiedades e intereses de los estadunidenses también en el
extranjero. Las cursivas son mías.
identidades que pongan en riesgo alguna operación, actividad, fuen-
te o método de Estados Unidos. O bien, por razones de aplicación de
la ley se exime de revelar identidades que pudieran estar en cuales-
quiera de los siguientes supuestos: comprometer la identidad de algu-
na fuente confidencial; poner en riesgo la integridad o éxito de alguna
investigación o proceso criminal; hacer peligrar la vida o seguridad
física de cualquier persona, o causar daño sustancial a propiedad física.
Con lo anterior queda evidente la enorme discrecionalidad implíci-
ta en esta ley.
Sanciones
Las sanciones prescritas por esta ley son, a grandes rasgos:
De tipo penal. Quien voluntariamente viole esta ley, o sea negli-
gente, o rehúse cumplirla, se hará sujeto de:
a) prisión por no más de diez años;
b) multa prevista en el Título 18 del Código de Estados Unidos o,
en caso de una entidad (cualquier forma de colaboración de ne-
gocios), de no más de diez millones de dólares, o ambas. 
Por otra parte, cualquier funcionario, director o agente de cual-
quier entidad que, a sabiendas, participe en una violación de esta ley
se hace acreedor a:
a) prisión por no más de treinta años, 
b) multa por no más de cinco millones de dólares, o ambas.
De tipo civil. A quien viole alguna licencia, orden, regla o reglamento
emitido según esta ley:
a) pena civil que no exceda un millón de dólares.
De tipo migratorio. Son inadmisibles en Estados Unidos: cualquier
extranjero a quien el oficial consular o el Procurador General conoz-
can o tengan razón para creer que:
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i. sea o haya sido un traficante ilícito, ... o sea, o haya sido un co-
nocido ayudante, instigador, asistente, conspirador o esté coludi-
do con otros en el tráfico ilícito de sustancias prohibidas, con-
troladas o enlistadas;
ii. sea la esposa, hijo o hija de un extranjero inadmisible bajo la
cláusula i. y haya, en los cinco años previos, obtenido cualquier
beneficio financiero u otro de la actividad ilícita de tal extranjero
y sepa, o razonablemente haya sabido, que esos beneficios eran
producto de tal actividad ilícita.
Análisis
De la simple lectura de los documentos aquí citados: la ley misma,
el Reporte de la Conferencia Bicameral y la ley aprobada en la Cámara
de Representantes, se pueden desprender algunas consideraciones. 
Entre los beneficios que Estados Unidos recibe están:
• Permite a sus políticos ganar votos en año electoral, como lo
fue el 2000. La ley en cuestión fue aprobada entre noviembre
y diciembre de 1999, poco tiempo antes de las campañas políti-
cas del año 2000. Es conocido que en la oferta electoral de los
candidatos a cualquier puesto de elección viste mucho mostrarse
duro en contra del problema de las drogas, esto es, To look tough
on drugs. Es el argumento político ideal, pues este tipo de de-
claraciones atrae el favor de los votantes pero no crea ninguna
responsabilidad directa e inmediata en los políticos que las uti-
lizan. Sobre todo en el presente caso, ya que esta ley va dirigida
contra extranjeros, así que es útil tanto para consumo político
interno como para amenaza internacional.
• En el ámbito de la gran política interna, le proporciona al Con-
greso un mayor control sobre las decisiones del presidente, pues,
como vimos, éste deberá rendir cuatro tipos de reportes ante el
Congreso, ya sean públicos o secretos, programados o even-
tuales.
• Por lo que toca al terreno de la política bilateral, esta ley pudie-
ra ser útil para aplicar una forma de proteccionismo económico
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de Estados Unidos, culpando sin sustento suficiente a cualquier
empresa y empresario incómodos para los intereses de Estados
Unidos, amparado éste en la gran discrecionalidad de esta ley.
Es sabido que actualmente un simple rumor negativo puede
dañar el prestigio de una empresa, depreciar su importancia
bursátil y afectar sus activos de forma casi inmediata. Así que
la simple amenaza de aparecer en la lista de colaboradores de
narcotraficantes pudiera convencer a las empresas para condu-
cirse de acuerdo con los intereses de Estados Unidos.
Las consecuencias para México son todas negativas, pues:
• Abre la posibilidad de que Estados Unidos aplique esta ley en
cualquier momento, no sólo anualmente como en el caso de la
Certificación, y que lo haga según las necesidades políticas in-
ternas y coyunturales, o bien de la política exterior de Estados
Unidos.
• La ley en estudio añade otra forma de Certificación, indirecta,
pues aunque se dice que no está dirigida en contra de países,
podría dañarlos también y no sólo en los casos que hemos aquí
citado, sino por la fragilidad institucional que padecemos a la
fecha y la sensibilidad de los mercados financieros actuales.
• En su conjunto, consideramos que es lesiva para nosotros por la
gran discrecionalidad que exhibe en su diseño, operación y
aplicación.
Asimismo, regionalmente también exhibe esta ley algunos posi-
bles efectos:
• Podría ser ésta una respuesta de Estados Unidos al Mecanismo
de Evaluación Multilateral (MEM) de la Comisión Interamericana
Contra el Abuso de Drogas (CICAD) de la Organización de Esta-
dos Americanos (OEA), mecanismo aprobado el 5 de diciembre de
1999. Ahí, Estados Unidos es sólo un miembro igual a los demás,
cuya conducta, eficacia y resultados en el combate en contra
de las drogas serán evaluados por sus pares. 
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El hecho de ser Estados Unidos el consumidor más importante no
sólo de América sino del mundo, fuente de la demanda que pone
en marcha al resto de la cadena delictiva del narcotráfico y activida-
des conexas, podría acarrearle algunos señalamientos poco agrada-
bles a los oídos de los votantes estadunidenses y, en este aspecto,
los políticos estadunidenses son aún más sensibles que las bolsas de
valores. Eventualmente, la ley en análisis pudiera ser útil aun para
desactivar dicho mecanismo o para minimizar su importancia, doman-
do voluntades latinoamericanas, tan dependientes de las veleidades
de Estados Unidos. 
Existen, por otra parte, algunas incongruencias de la ley que ana-
lizamos
• ¿Por qué toman a Colombia como ejemplo de éxito en materia
del combate a las drogas? Primero, es preciso tener en cuenta que
México no es Colombia ni está donde está Colombia; ni la rela-
ción México-Estados Unidos es igual en tamaño, profundidad, his-
toria, proximidad, etc., que la relación Colombia-Estados Unidos.
¿Fue la primera versión de esta ley un éxito en Colombia? ¿Se
acabó el tráfico de drogas desde Colombia o sólo se desvió y
cobró nuevos bríos, complejizando aún más los procesos inter-
nos de ese golpeado país? Si fue un éxito, ¿por qué hoy es nece-
sario un Plan Colombia con ayuda multimillonaria de dólares
de Estados Unidos y de la comunidad internacional? El agra-
vamiento del problema colombiano y su desbordamiento en
la región es obvio y las soluciones cada vez son más lejanas.
• Otra incongruencia la percibimos en que para Estados Unidos
y sus políticos es irrelevante que esta ley y otras acciones ca-
rezcan de vínculos causa-efecto entre acciones y resultados. Hoy
es un hecho que pese al tiempo, los dineros, las vidas y el futuro
invertidos en la guerra contra las drogas, ahora en todo Estados
Unidos son éstas más abundantes, variadas, accesibles, baratas
y potentes; las poblaciones son cada vez menos capaces físi-
ca, material y moralmente para enfrentar este fenómeno, y los
traficantes más feroces, mejor armados y más mezclados con
los políticos locales, así como la corrupción está más extendida,
también en Estados Unidos.
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• Por último, se publicó una lista donde los mexicanos eran ma-
yoría (individuos procesados incluso)14 y se anunció para más
tarde una lista de empresa y negocios, que a la fecha no ha sido
publicada.15 Lo más notable es que no pasó nada, ni en México
ni en Estados Unidos, y no parece accidental dicho resultado,
por ahora. ¿Se deberá a la sensibilidad del Ejecutivo estaduni-
dense, por la intensidad de los momentos críticos por la elección
del 2 del julio? Tal vez.
Por otra parte, no sabemos aún cuál es el contenido e intención
del reporte secreto del 1 de julio, que sólo fue conocido por los miem-
bros de los Comités Selectos Permanentes de Inteligencia, tanto de
la Casa de Representantes como del Senado de Estados Unidos y tal
vez no lo conoceremos nosotros antes de 25 años, cuando se cum-
pla el plazo de protección de documentos secretos y el “derecho a
saber” vigente en Estados Unidos, lo haga público. No obstante, esta
ley permanece activa como potencial arma unilateral de reserva.
CONCLUSIONES
La aprobación de la ley que aquí comentamos fue concebida en el
marco de un año electoral estadunidense, responde a las dinámicas
políticas internas de Estados Unidos y carece de referencia concre-
ta con la situación actual del narcotráfico en el contexto latinoame-
ricano o mundial. En tal virtud, no contribuye a reducir este proble-
ma y, en cambio, sí amenaza en cualquier momento con hacer
tensas las relaciones binacionales y violentar la necesaria coopera-
ción de México.
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14 Se publicó con retraso, el 2 de junio de 2000, la lista que señalaba a dos caribeños, dos
nigerianos, dos de Myanmar (antes Birmania) y seis mexicanos: los hermanos Ramón y
Benjamín Arellano Félix, los hermanos Jesús y Adán Amezcua Contreras, Vicente Carrillo
Fuentes, hermano del Señor de los Cielos, y Rafael Caro Quintero. Uno de los hermanos
Amezcua y Caro Quintero actualmente están en prisión. Reforma, 3 de junio de 2000, 1(A). 
15 “«Seguramente haremos públicas las identidades de éstas [empresas], como lo hemos
venido haciendo con el caso de Colombia, hasta que tengamos 50, 60 u 80 nombres de
empresas extranjeras involucradas en el narcotráfico» dijo uno de los funcionarios del Tesoro
encargados de elaborar la lista”. Reforma, ibid. 
Por otra parte, la agenda de política exterior de George W. Bush,
hoy presidente electo de Estados Unidos, no parece incluir a Latino-
américa más allá del discurso, y la dureza, preparación e inclinacio-
nes de los nominados para ocupar puestos clave para México en el
futuro gobierno no anuncian buenos tiempos para los mexicanos.
En mi opinión resaltan las siguientes consideraciones: ¿cómo con-
tinuar aplicando una política antinarcóticos que, además de sus de-
fectos de origen, añade ahora un anacronismo absurdo?, ¿cómo no
oponerse a ella?, pero también, ¿cómo oponerse?, ¿hasta dónde?, ¿hasta
cuándo?
Es necesario reflexionar que en el tema del narcotráfico interna-
cional, los modelos rígidos y de extremos, como las políticas de “cero
tolerancia” que buscan “acabar con las drogas” y el continuar esta
fallida “guerra contra las drogas”, en el fondo nada resuelven. La apli-
cación acrítica de modelos del todo o nada, que todo prohíben y
cuyos fracasos estimulan la creación de contrapropuestas exaltadas
que buscan la legalización total de cualquier sustancia, sólo han
empeorado el problema.
Los tiempos presentes, y el arribo de los procesos democráticos, de
lento pero consistente avance, presagian otras conductas de índole
distinta a la obsecuencia de pasadas administraciones priistas. Ahora
ya existen signos de cambio positivo en otros ámbitos de la seguri-
dad nacional de México que podrían hacer avanzar políticas más
coherentes con la cauda de problemas que el narcotráfico conlleva. 
Es necesario imaginar, crear nuevos parámetros, un tanto más
flexibles, más humanos, sobre todo ahora cuando los escenarios in-
dican que la unilateralidad tiene consecuencias desagradables, pues
puede revertirse hacia sus autores y sus efectos pudieran ser peores
que la enfermedad, también para Estados Unidos.
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